PAGE  
2

INFORME No. 129/11

DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 200-04
JOSE GUSTAVO PLAZA ROCÍO
MÉXICO
19 de octubre de 2011
PRESUNTA VÍCTIMA:
José Gustavo Plaza Rocío
PETICIONARIOS: 
Antonio Plaza
VIOLACIONES ALEGADAS: 
Artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos

FECHA DE INICIO DE TRÁMITE: 
5 de abril de 2004
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO

1. El 16 de marzo de 2004 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió una denuncia presentada por Antonio Plaza, en contra del Estado de México por el supuesto asesinato de su hijo José Gustavo Plaza Roció, militar, encontrado muerto el 17 de septiembre de 1997.
2. En su denuncia, el peticionario alega que su hijo se desempeñaba como sargento de la Fuerza Aérea Mexicana cuando fue asignado para inventariar materiales de la Fuerza Aérea. Que debido a se habría negado a firmar notas falsas para encubrir la ausencia de materiales pasó a ser hostigado por dos tenientes. Que en la fecha de 13 de Septiembre las personas mencionadas invitaron a su hijo a un convivió, donde supuestamente lo asesinaron y tiraron su cuerpo en el represo de Tula de Allende, Estado de Hidalgo. Su cuerpo fue encontrado 4 días después.
3. El peticionario alega que, a la raíz de estos hechos, en fecha 22 de septiembre de 1997 la Procuraduría General de la Justicia Militar con el Oficio N 18ZM-1897 inició la averiguación previa. El 26 de septiembre de 1998 la Procuraduría Militar se declaró incompetente. Por esta razón, remitió la averiguación previa al Ministerio Público de Naucalpan de Juárez, en el fuero común. El 22 de marzo de 1999 el Ministerio Publico se declaró incompetente y envío el caso para el Ministerio Público de Tula de Allende, donde sigue en trámite hasta la fecha de envío de la queja ante la Comisión. 
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

4. El Estado alega que los recursos internos no han sido agotados. Argumenta que no se puede sugerir una violación de los artículos 8 y 25 porque el caso se encuentra bajo investigación y que la averiguación previa 16/II/543/99, iniciado con motivo del hallazgo del cadáver de la victima sigue abierta. 
III.
TRÁMITE  ANTE LA CIDH

5.  La petición fue recibida en la Comisión el 12 de febrero de 2004. Mediante nota de 5 de abril de 2004, de conformidad con el artículo 34 de su Reglamento vigente a la fecha, la Comisión inició la tramitación del caso y solicitó al Estado la información pertinente, otorgándole un plazo de dos meses.
6. El 13 de julio de 2004 fue recibida la respuesta del Estado, de cuyas partes pertinentes se dio traslado al peticionario el 20 de agosto de 2004 para que dentro de un mes presentara las observaciones que considerara oportunas. No hubo respuesta del peticionario. 
7. El 6 de abril de 2010 la CIDH reiteró al peticionario la solicitud de información efectuada el 20 de agosto de 2004 y le solicitó información actualizada para determinar si subsistían los motivos de la petición. Asimismo, se le informó que de no recibirse la información dentro del plazo de un mes, la CIDH podría archivar la petición, conforme al artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y al artículo 42 del Reglamento de la CIDH. 
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

8. El artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 42 del Reglamento de la CIDH establecen que, antes de determinar la admisibilidad, la Comisión Interamericana deberá verificar si los fundamentos para la petición aún existen o subsisten y si considera que no, ordenará el archivo del caso. De igual modo, el artículo 42.1.b de su Reglamento establece que la CIDH podrá decidir archivar un caso cuando no se dispone de la información necesaria para tomar una decisión. 
9. En el presente caso han transcurrido más de siete años desde la apertura del trámite en abril de 2004 y cerca de un año desde el requerimiento de información actualizada realizada al peticionario el 6 de abril de 2010, en el que se le informó sobre la posibilidad de archivo del expediente. 

10. En consecuencia, la Comisión no cuenta con los elementos necesarios para determinar si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original ni para formular una decisión final sobre la violación de derechos humanos alegados, por lo que, de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención y el artículo 42 de su Reglamento, decide archivar la presente petición.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de octubre de 2011.  (Firmado): Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 

� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.





